Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 24 minutos.) 


-Correspondería designar Presidente y Vicepresidente de la Subcomisión. Aclaro que la 
Presidencia de la Comisión le corresponde al Partido Colorado, pero no se especifica nada con 
respecto a las Subcomisiones. 


SEÑOR DA ROSA.- Dado que el señor Senador Pasquet es quien preside la Comisión de Constitución 
y Legislación, propongo que también sea el Presidente de esta Subcomisión. 


(Apoyados.) 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pasquet.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto presidiré. En cuanto a la Vicepresidencia, sugiero seguir el 
mismo criterio, pero dado que debe ser propuesta por el Frente Amplio y aparentemente no hay 
acuerdo, quedamos a la espera de que eso se resuelva. 


Retomamos el estudio del proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal donde lo 
habíamos dejado. Comenzamos el análisis del Libro IV, Procesos Especiales, Título |, Régimen y 
Procedimiento de la Extradición, Capítulo | Régimen. Si los señores Senadores están de acuerdo, 
podemos seguir el método que veníamos utilizando por el cual Secretaría da lectura a los artículos y 
luego cada uno hace los comentarios que entiende convenientes. Antes de comenzar la sesión, 
comentábamos con el señor Senador López Goldaracena que tenemos por delante el Capítulo | 
relativo a la extradición. El siguiente proceso especial sería el de habeas corpus, que vamos a sustituir 
por el proyecto de ley del señor Senador Gallinal que vino con algunas modificaciones menores de la 
Cámara de Representantes, por lo que podemos prescindir del estudio de esa parte. Luego 
pasaríamos a las normas sobre recursos y nulidades, con lo cual terminaríamos el análisis del 
articulado. Ahí estaríamos en condiciones de recibir a la Comisión Redactora. 


Léase el artículo 332. 
(Se lee:) 


“Artículo 332 (Normas aplicables).- El proceso de extradición se regirá por las normas de los 
Tratados o Convenciones internacionales ratificadas por la República que se encuentren vigentes. 


En defecto de dichos instrumentos o en caso de insuficiencia de los mismos, se aplicarán las 
siguientes disposiciones”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA..- En primer lugar, deseo destacar y alabar el trabajo realizado por la 
Secretaría con relación al comparativo de las normas que están siendo trabajadas por la Subcomisión 
y por la Comisión, porque constituye una guía indispensable para continuar avanzando con prolijidad y 
eficacia. Por lo tanto, desde aquí hago llegar mis felicitaciones a la Secretaría. 


Con respecto a este artículo 332, en su momento habíamos adelantado que teníamos que 
considerar un aspecto contenido en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y legislado 
específicamente en la Ley N* 18.026. 


Este sistema de extradición para crímenes internacionales introduce una nueva modalidad, 
que no es la extradición en sí misma, sino la entrega de sospechosos a la Corte Penal Internacional. 
No se trata de una extradición entre Estados, sino de la entrega de personas sospechadas de haber 
cometido un delito a un organismo internacional con jurisdicción para juzgar. Tal como queda redactado 
el artículo 332, no contempla esa modalidad y puede inducir a error; incluso, se podría llegar a 
considerar que se derogaron las disposiciones especiales de la Ley N* 18.026 en cuanto a la entrega 
de sospechosos, porque señala que el proceso de extradición se rige por las normas internacionales 
ratificadas por la República y, en su defecto, por estas que están establecidas en el Código del Proceso 
Penal que estamos abordando. Sin embargo, hay una ley específica que regula el procedimiento de 
extradición y entrega para sospechosos de haber cometido los crímenes tipificados en la Ley N* 
18.026. 


Creo que esto podría subsanarse si arbitramos un tercer inciso -que no estoy en condiciones 
de proponer acabado en este momento- que prevea que, en relación con los procesos de extradición y 
entrega de sospechosos de haber cometido crímenes y delitos regulados en la Ley N* 18.026, se 
aplicarán las leyes específicas contenidas en esa disposición. 


De esa manera, tendríamos un universo completo: los tratados y las convenciones que 
regulan la extradición y, en defecto de dichos instrumentos, se aplicarían las normas del Código del 
Proceso Penal que estamos proyectando. Pero para aquellos casos de extradición o entrega de 
sospechosos sindicados de haber cometido crímenes previstos en la Ley N* 18.026, se seguiría 
aplicando dicha ley. Si bien el Estatuto de Roma es un convenio suscrito por Estados, prevé la 
modalidad de entrega de sospechosos a la Corte Penal Internacional. Incluso, la Ley N* 18.026 tiene 
mecanismos especiales por los cuales nuestro país está habilitado a detener sospechosos de haber 
cometido esos crímenes y, como la jurisdicción de la Corte Penal Internacional es subsidiaria de la 
jurisdicción de los Estados, quienes deben juzgar a esos sospechosos son los Estados competentes 
para intervenir en la indagatoria de esos crímenes y, en su defecto, la Corte Penal Internacional. Por 
ejemplo, el sospechoso que es detenido en el Uruguay, en primer lugar debe estar a disposición de los 
Estados, si estos lo piden y ahí rigen mecanismos de extradición especiales previstos en el Estatuto de 
Roma y en la Ley N* 18.026. Si esos Estados no ejercen esa jurisdicción original y primaria, pasaría a 
estar a disposición de la Corte Penal Internacional. Quiere decir que hay un régimen especial que 
puede caer si modificamos una pieza de su estructura. Por lo tanto, deberíamos armonizarlo y la mejor 
forma de hacerlo sería no tocar los procedimientos de extradición y entrega de sospechosos previstos 
en la Ley N* 18.026. 


SEÑOR DA ROSA.- Propongo que este artículo quede en suspenso a los efectos de poder estudiarlo 
detenidamente. No tengo presente la Ley N* 18.026, pero es evidente que si está vigente hay 
que compatibilizar las normas que prevé el proyecto de Código del Proceso Penal con lo que establece 
la ley. Hay que ver cuál es el alcance de esa ley porque parecería claro que este artículo, al decir “En 
defecto de dichos instrumentos”, se refiere a los tratados o convenciones internacionales. Tal vez 
podría agregarse “o en los casos que no corresponda la aplicación de la Ley N* 18.026”. Reitero, 
deberíamos saber cuál es el alcance de esa ley. De todos modos, coincido en que, si está vigente, 
debemos compatibilizar el contenido del artículo 332 con dicha norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me opongo a desglosar este artículo para considerarlo más adelante. Sin 
embargo, digo que la aplicación de la Ley N* 18.026, a mi juicio, resultaría de la aplicación de los 
principios generales. Las normas generales no derogan a las especiales. Si la Ley N* 18.026 regula un 
tema específico y, según nos explicó quien mejor la conoce, que es el señor Senador López 
Goldaracena, ni siquiera es la extradición sino una situación distinta, no quedaría afectada por esta 
disposición. Reitero que no me opongo a desglosarlo y considerarlo por separado a fin de despejar 
toda duda y, acaso, resolverlo con la mayor economía de palabras. 


Queda desglosado el artículo 332. 
Léase el artículo 333. 


(Se lee:) 


“Artículo 333 (Procedencia de la extradición).- 


333.1- Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales competentes de la República entregarán a 
cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional para ser sometida a proceso o cumplir la 
pena privativa de libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente, con arreglo a las 
disposiciones contenidas en el presente Título. 


333.2- Para que proceda la extradición es necesario que el Estado requirente tenga jurisdicción para 
conocer en el delito en que funda su solicitud, haya sido o no cometido en dicho Estado”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, seguimos adelante. 
Léase el artículo 334. 
(Se lee:) 
“Artículo 334 (Improcedencia de la extradición).- La extradición no procede: 


a) Cuando el requerido haya cumplido la pena correspondiente al delito que motiva el pedido, o cuando 
de cualquier manera se hubiere extinguido la pretensión punitiva del Estado con anterioridad a la 
solicitud. 


b) Cuando estén prescriptos el delito, el ejercicio de la acción penal o la pena impuesta, según la 
legislación nacional o la del Estado requirente. 


c) Cuando el reclamado haya sido juzgado o condenado o vaya a ser juzgado, en un tribunal de 
excepción o 'ad-hoc' en el Estado requirente. 


d) Cuando se trate de delitos políticos o delitos comunes conexos con delitos políticos, o delitos 
comunes cuya represión obedezca a motivos políticos. No serán considerados como delitos políticos el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los actos de terrorismo. 


e) Cuando de las circunstancias del caso pueda inferirse que media propósito persecutorio por 
consideraciones discriminatorias de raza, religión, nacionalidad o que la situación de la persona pueda 
verse agravada por algún otro motivo. 


f) Cuando la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista como delito en 
ambas legislaciones. Para dicha comprobación, no se atenderá a la denominación de los ilícitos, sino 
a la semejanza de las respectivas descripciones típicas. 


g) Cuando la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad o cuando la pena que aún 
le resta por cumplir, sea inferior a seis meses”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Simplemente quiero hacer una sugerencia en relación al literal d). 
Creo que habría que compatibilizar lo que se establece en la segunda frase, esto es, “No serán 
considerados como delitos políticos el genocidio, los crimenes de lesa humanidad y los actos de 
terrorismo”, con lo establecido en la Ley N* 18.026. No se trata solamente del genocidio y de los 
crímenes de lesa humanidad, sino también de los crímenes de guerra. Entonces, o hacemos una 
remisión a los crímenes y delitos previstos en la Ley N* 18.026, o los identificamos todos. Pienso que, 
por razones de técnica legislativa, lo mejor sería identificar los tipos de crímenes; por lo tanto, además 


del genocidio y de los crímenes de lesa humanidad, incluiría “crímenes de guerra”, que no se 
consideran delitos políticos a los efectos internacionales y tampoco a los efectos de la Ley N* 18.026. 
Sin perjuicio de este agregado, luego me gustaría revisar si no quedó alguno fuera de la consideración. 


En definitiva, mi propuesta sería que la segunda frase del literal d) quedara redactada de la 
siguiente manera: “No serán considerados como delitos políticos el genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad, los crímenes de guerra y los actos de terrorismo”. 


SEÑOR DA ROSA.- ¿El concepto “crímenes de guerra” no está subsumido dentro del de “crímenes de 
lesa humanidad”? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No, señor Senador. Hay una diferencia importante que tiene su 
origen a partir del Estatuto de Nuremberg. Mientras los crímenes de lesa humanidad están 
establecidos como un género, los crímenes de guerra empezaron a tener especificidad pero, al mismo 
tiempo, se convirtieron en una categoría autónoma como violaciones al Derecho Internacional 
Humanitario, violaciones de normas que regulan la forma de comportarse en un conflicto armado. 


Se han tipificado más de treinta crímenes de guerra, y nuestro país tiene tipificados 49 como 
figuras autónomas, esto es, crimenes autónomos. Efectivamente, el artículo 26.3 de la Ley N* 18.026 
tipifica 49 crímenes de guerra, en consonancia con lo dispuesto en el artículo N* 8.2 del Estatuto de 
Roma, es decir que se considera una categoría autónoma, con un régimen jurídico diferente al del 
crimen de lesa humanidad. Puede haber concurrencia de delito o no. Por supuesto, no se consideran 
delitos políticos. Por lo tanto, deberíamos incluirlo. 


Reitero: hacemos una remisión genérica a la Ley N* 18.026, o mencionamos genéricamente 
a los crímenes de guerra. Creo que sería mejor hablar de crímenes de guerra, en lugar de identificar 
las 47 o 48 conductas tipificadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entendí bien, el texto sería el siguiente: “No serán considerados como 
delitos políticos el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra ni los actos de 
terrorismo”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo; ese era el concepto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que cambiamos el “y” por el “ni”. 
SEÑORA MOREIRA.- Ante todo, pido disculpas por haber llegado tarde, pues tenía una audiencia. 


Quería plantear algunas modificaciones respecto a los artículos 333.1 y 333.2, pero como no 
llegué a tiempo para el tratamiento de la disposición, se las dejaré a Secretaría. En todo caso, si los 
señores Senadores lo desean podemos verlas después que consideremos el artículo 334. A modo de 
ejemplo, en el artículo 333.1, donde dice “sometida a proceso”, proponemos agregar “y culminar el 
mismo”; luego el texto continuaría tal como está. 


Con respecto al artículo 334, en el literal f) se expresa que la extradición no procede “Cuando 
la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista como delito en ambas 
legislaciones”. Sugerimos que luego de: “Cuando la conducta que motiva el pedido de extradición” se 
agregue “al momento de la solicitud”. La idea es establecer un criterio temporal que permita la 
coincidencia entre el momento en que se concreta la conducta delictiva y el pedido de extradición. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- A modo de reflexión, me pregunto qué pasaría si la conducta se 
tipificó como delito en una de las jurisdicciones entre el momento en que se cometió el delito en una 
jurisdicción y el momento en que se solicita la extradición en la otra. Pienso si acaso no debería ser en 
el momento en que se realizó la conducta delictiva. Aclaro que estoy esbozando un pensamiento en 
voz alta. 


Me parece correcta hasta la intención de evitar que se tipifique, luego de que se realizó la 
conducta, una figura delictiva para que, de esa manera, coincida en las dos legislaciones y de esa 
forma habilitar la extradición. Ese es el sentido de la propuesta que realiza la señora Senadora Moreira 
y estoy de acuerdo con que se debe contemplar. Sin embargo, podría darse el caso de que la solicitud 
de extradición, -que, lógicamente, se realiza después de que se cometió el delito- se basara en una 
tipificación que hubiere sido hecha después de perpetrado el delito. En fin, hay que tenerlo presente. 
Pero, de cualquier modo, reitero que estoy de acuerdo con la propuesta de la señora Senadora 
Moreira. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaría dispuesto a acompañar la propuesta de la señora Senadora Moreira, 
aunque refiriendo esto al momento de la solicitud, no más allá porque acotaríamos mucho la posibilidad 
de cooperación penal internacional, si se dan con claridad los fundamentos para hacerlo. Puede ocurrir 
que una persona cometa un delito, que luego se vaya a un lugar equis, que con posterioridad a eso en 
el Uruguay, por ejemplo, se establezca una figura delictiva que antes no existía y que recién años 
después aquella persona -que cometió el delito- llegue a este país. Al respecto, me pregunto por qué, 
si tenemos la figura delictiva creada desde hace años, no aplicarla y habilitar la extradición; ¿no lo 
haríamos simplemente porque al momento de la comisión del delito no la teníamos? Ahora bien, me 
parece correcto lo relativo al momento de la solicitud. 


¿La señora Senadora podría recordarnos como diría la redacción? 


SEÑORA MOREIRA.- Sí, señor Presidente. Diría: “Cuando la conducta que motiva el pedido de 
extradición al momento de la solicitud no se encuentre prevista como delito en ambas legislaciones”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Se ha tomado nota por Secretaría. 


SEÑORA MOREIRA.- Por otra parte, se me han hecho llegar dos nuevos literales para ser agregados 
al artículo 334. Uno de ellos diría: “Cuando la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado 
requirente no brindase seguridades de que el caso se reabrirá para oír al condenado, permitirle el 
ejercicio del derecho de defensa y dictar, en consecuencia, una nueva sentencia”; y, el otro: “Cuando la 
persona reclamada hubiese sido menor de 18 años al tiempo de la comisión del hecho o de los hechos 
por los cuales se reclama”. El segundo literal es más simple que el primero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que se repartan las modificaciones propuestas y se desglose el 
artículo 334, aplazándose su consideración para otra oportunidad en la que ya tendremos en cuenta ya 
los cambios planteados por la señora Senadora Moreira. 


El literal e), por su parte, dice: “Cuando de las circunstancias del caso pueda inferirse que 
media propósito persecutorio por consideraciones discriminatorias de raza, religión, nacionalidad o que 
la situación de la persona pueda verse agravada por algún otro motivo”. Creo que bien podría hablarse 
de otro motivo “análogo”, es decir, un motivo parecido a los anteriores, vinculado con discriminación, 
porque de lo contrario resulta muy vago. Por ejemplo, la situación de la persona puede verse agravada 
por consideración de sus antecedentes penales, lo que sería legítimo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Tengamos presente que nuestro Derecho tipificó el genocidio 
cultural. Asocio ese aspecto con esta cuestión porque los grupos protegidos, es decir, los grupos con 
identidad propia por raza, religión o nacionalidad, fueron ampliados a otros tipos de grupos, por lo que 
tal vez sería bueno compatibilizar esto con la figura que tenemos de genocidio cultural. Si mal no 
recuerdo, se habla de discriminación por la pertenencia a grupos con identidad propia, ya sea por raza, 
religión, nacionalidad, u otras características, como por ejemplo, la orientación de género o temas 
políticos. Cabe recordar que el genocidio político no está tipificado a nivel internacional pero, en 
definitiva, puede haber discriminaciones de otra naturaleza. 


Teniendo en cuenta la propuesta del señor Senador Pasquet de mantener la redacción actual 
agregando la palabra “análogo”, que sería algo similar a la raza, la religión o la nacionalidad, ya que 
solamente estamos marcando la discriminación en esos tres grandes planos cuando nuestro Derecho 


prevé una amplitud mayor, quizás habría que desglosar este numeral a fin de incluir con más precisión 
al resto de las áreas o los grupos protegidos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si hay acuerdo, se posterga la consideración del artículo 334, a la espera de 
que el señor Senador López Goldaracena nos haga llegar una redacción para el literal e) que 
discutiremos junto a la propuesta realizada por la señora Senadora Moreira de los nuevos literales, que 
se repartirán para su estudio. 


SEÑORA MOREIRA.- Quedan aceptadas las modificaciones del literal f). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 


SEÑORA MOREIRA.- Antes de considerar el artículo 335 y a riesgo de llover sobre mojado quisiera 
hacer algunas precisiones sobre el artículo 333. 


En el artículo 333.1, a continuación de donde dice “los tribunales competentes de la 
República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional para ser sometida 
a proceso”, habría que agregar “culminar el mismo” y luego seguiría “o cumplir la pena privativa de 
libertad” porque no queda contemplado en el texto que el requerido se fugue estando sometido a 
proceso sin condena. La redacción sería la siguiente: “Cuando fueren requeridos al efecto, los 
tribunales competentes de la República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el 
territorio nacional para ser sometida a proceso, culminar el mismo o cumplir la pena privativa de 
libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente”... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podría decir “concluir un proceso ya iniciado”. 
SEÑORA MOREIRA.- Sí, esa es la idea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción diría: “Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales 
competentes de la República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional 
para ser sometida a proceso, concluir un proceso ya iniciado o cumplir la pena privativa de libertad a 
que hubiere sido condenada en el Estado requirente”... 


SEÑORA MOREIRA.- Con respecto al artículo 333.2, que dice: “Para que proceda la extradición es 
necesario que el Estado requirente tenga jurisdicción para conocer en el delito en que funda su 
solicitud, haya sido o no cometido en dicho Estado”, la propuesta es agregar: “salvo que el Estado 
uruguayo posea competencia para conocer en la causa”. 


La justificación es un principio básico en la materia y en Derecho Penal según el cual prima 
la jurisdicción del Estado donde se encuentre el sujeto reclamado, amén de lo beneficioso que resulta 
tanto para el proceso por las pruebas como para el solicitado que puede cumplir la pena en el lugar de 
residencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo dejamos a estudio. 
SEÑORA MOREIRA.- En principio esto establecería una excepción. 


SEÑOR DA ROSA.- Estaría dando la posibilidad de que el Estado uruguayo procese. Aun cuando el 
Estado requirente tenga jurisdicción para conocer en el delito, si este estuviera tipificado en la 
legislación del Estado uruguayo, prima la potestad de juzgarlo. 


SEÑORA MOREIRA.- No es solamente cuando el delito se encuentre tipificado, sino que el Estado 
uruguayo puede intervenir en la causa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me gustaría analizar el tema con mayor profundidad porque 
estaba pensando en el área específica de los crimenes de lesa humanidad y en la Ley N* 18.026 
donde el principio es que si un sospechoso está en el Uruguay, aunque no haya conexión con nuestro 
país, el Uruguay tiene la obligación de juzgarlo, pero se le da la chance de ser juzgado en el Estado 
donde cometió el delito o en los Estados competentes. 


Todos estos principios tienden a una jurisdicción universal para evitar que haya islas de 
impunidad en relación con todos los delitos. Reitero que me gustaría analizarlo, porque me parece que 
el criterio debería ser que el Estado donde se cometió el delito, o sea la jurisdicción originaria, sea el 
que juzgue y, en ese caso, la jurisdicción uruguaya debería ser subsidiaria. Digo esto para el caso de 
que aplicáramos el criterio de jurisdicción universal que recién señalé. 


Como decía, me gustaría analizar un poco más la propuesta de la señora Senadora Moreira, 
porque podríamos caer en aquello de que, por querer ir al criterio de la jurisdicción universal, le 
estemos quitando la competencia originaria a aquellos Estados que deberían tener el derecho y el 
deber de juzgar. Si nos ponemos en la situación contraria y pensamos, por ejemplo, que el Estado 
uruguayo quiere juzgar a un ciudadano uruguayo que está en el exterior y nuestro país tiene la 
competencia originaria para hacerlo, tal vez no nos parecería adecuado que fuera juzgado por la 
jurisdicción de otro Estado cuando nosotros lo estamos reclamando. 


Comparto la idea de que debemos tender a una jurisdicción universal a fin de evitar las islas 
de impunidad en todos los delitos, pero insisto en que me gustaría analizar esta propuesta con un poco 
más de detenimiento. 


SEÑORA MOREIRA.- Solicito que se reparta la modificación del artículo 333.2. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, queda aplazada la consideración del artículo 333.2. 
Léase el artículo 335. 
(Se lee:) 


“Artículo 335 (Pena de muerte y prisión perpetua).- En ningún caso se autorizará la entrega 
cuando la pena a aplicarse por el Estado requirente, sea la pena de muerte o la prisión perpetua”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, seguimos adelante. 
Léase el artículo 336. 

(Se lee:) 


“Artículo 336 (Nacionalidad).- La nacionalidad de la persona reclamada, no impedirá la 
sustanciación del pedido de extradición y en su caso, la entrega”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, seguimos adelante. 
Léase el artículo 337. 


(Se lee:) 


“Artículo 337 (Forma de la solicitud).- La solicitud de extradición será formulada ante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores por el representante del Estado requirente, o directamente de 
Gobierno a Gobierno, y deberá ser acompañada de la documentación requerida por este Código”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, continuamos. 
Léase el artículo 338. 

(Se lee:) 


“Artículo 338 (Rechazo excepcional por el Poder Ejecutivo).- El Poder Ejecutivo podrá 
rechazar solicitudes de extradición, en casos extraordinarios en los que medien razones fundadas para 
estimar que de su cumplimiento o su mero diligenciamiento, puedan resultar consecuencias seriamente 
perjudiciales para el orden y la tranquilidad interna de la República, o para el normal desenvolvimiento 
de sus relaciones internacionales. También podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya 
legislación y/o prácticas en la materia, no guarden razonable similitud con las del Estado uruguayo”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- En este caso, propongo agregar un inciso referido a qué pasa luego del rechazo. 
El texto propuesto diría: “En caso de rechazo de la solicitud de extradición, el Estado asumirá el 
enjuiciamiento, en cuyo caso deberá el Estado requirente remitir la prueba y los elementos necesarios 
para someter a juicio al requerido”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que la propuesta que hace la señora Senadora Moreira no está en 
sintonía con el sentido que tiene esta disposición. Si estamos diciendo que no se da trámite a una 
solicitud de extradición porque de “su mero diligenciamiento, puedan resultar consecuencias 
seriamente perjudiciales para el orden y la tranquilidad interna de la República”, etcétera, el hecho de 
que el Estado uruguayo asuma esa persecución penal por su cuenta podría producir esas mismas 
perturbaciones o aun peores. 


Supongamos que por alguno de estos vaivenes de la política internacional -en esta era de la 
globalización esto podría plantearse en cualquier momento- apareciera un pedido de extradición de un 
importante dirigente político uruguayo que esté por participar, por ejemplo, en una elección 
presidencial. De pronto nos viene, de algún tribunal vecino, un pedido de extradición. En este caso, 
claramente se aplicaría este artículo 338 y sería peor la enmienda que el soneto si no le diéramos 
trámite a un pedido venido del extranjero y el Ministerio Público uruguayo fuera el que actuara contra 
ese dirigente político. 


Estoy pensando, por ejemplo -porque esto no es algo tan traído de los pelos- en todas las 
denuncias penales que se presentaron en Gualeguaychú a raíz de la puesta en funcionamiento de la 
planta de Botnia, que después pasó a ser UPM. Ese es un tema claramente político y sabemos cómo 
ha funcionado la Justicia en la República Argentina en estos últimos años; todos hemos visto cómo 
opera. Si mañana viniera una iniciativa de algún gobierno argentino con las mismas inclinaciones e 
igual talante que estos últimos y pidiera el procesamiento de algún gobernante uruguayo por haber 
habilitado la planta, por la comisión de algún delito ambiental o cosas por el estilo, ¡imagínense en el lío 
que nos meteríamos! Y si lo que no hace la extradición lo va a llevar a cabo el Ministerio Público 
uruguayo, peor aún. 


Me parece que esto no es conveniente. 


SEÑOR DA ROSA.- El Derecho Internacional va avanzando, pero el gran tema siempre es hasta 
dónde es compatible ese avance y si permite sobreponer las normas internacionales o de otros 
Estados a las del Derecho interno. Frente a la propuesta presentada, estaba pensando en 


determinadas situaciones. Supongamos el caso de un delito cometido en un país donde se tipifique 
como tal determinada conducta, por ejemplo, en uno de cultura musulmana en el que se considere 
inaceptable determinado comportamiento de la mujer. Se hace un pedido de extradición y el Estado 
uruguayo considera que no procede, que no corresponde concederla. De acuerdo a la propuesta que 
ha presentado la señora Senadora Moreira, el Estado uruguayo quedaría, de alguna manera, obligado 
a continuar ese proceso interno dentro de nuestra legislación por un delito que se cometió en otro país 
y que no está tipificado o definido en el nuestro. 


Me planteo esa hipótesis y consulto al respecto. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que no es así en virtud de la última frase del artículo 338, que 
establece que se “podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya legislación y/o prácticas 
en la materia, no guarden razonable similitud con las del Estado uruguayo”. Quiere decir que si el 
Estado uruguayo no tiene tipificada esa conducta como delito, no podrá enjuiciar a la persona por eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La hipótesis que plantea el señor Senador Da Rosa fracasaría en virtud de lo 
dispuesto por el literal f) del artículo 334, es decir, que la conducta no esté prevista como delito en 
ambas legislaciones. 


SEÑORA MOREIRA.- Ahora bien, en este caso pensaba por ejemplo en lo que pasó con Pinochet; el 
Estado chileno decidió juzgarlo en su propio territorio y se dio una gran discusión política respecto a 
permitir o no su extradición para que fuera juzgado en España o en el Reino Unido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El pedido fue del Reino Unido, pero el proceso tuvo lugar en España. 


SEÑORA MOREIRA.- Estoy pensando en que quizás la motivación de esta sugerencia derive de una 
circunstancia más parecida a esta que a la que el señor Senador Da Rosa propone, aunque también 
estoy de acuerdo con lo que él dijo al respecto. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pido a la señora Senadora que por favor lea la modificación que 
propone. 


SEÑORA MOREIRA.- Por supuesto. Dice así: “En caso de rechazo de la solicitud de extradición, el 
Estado asumirá el enjuiciamiento, en cuyo caso deberá el Estado requirente remitir la prueba y los 
elementos necesarios para someter a juicio al requerido.” 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo interpretar que el motivo de esa propuesta podría radicar en 
evitar la discrecionalidad del Poder Ejecutivo cuando rechaza extradiciones. Una de las grandes 
preocupaciones en materia de cooperación internacional es hasta dónde va la facultad del Poder 
Ejecutivo -no estamos hablando del Poder Judicial, sino del Poder Ejecutivo- cuando rechaza una 
extradición, y si eso habilita mecanismos para que luego intervenga la Justicia nacional. Una forma de 
compensar esa discrecionalidad, o de incidir en la toma de decisión que puede tener el Poder Ejecutivo 
de turno, sería decirle: “Mire que si rechaza la extradición, tiene que juzgar en el Uruguay”. 


En relación con el planteo que se realiza, me preocupa que sea el Poder Ejecutivo el que 
discrecionalmente pueda rechazar, o no, los pedidos de extradición. La Ley N* 18.026 establece que 
respecto a los delitos de genocidio, crimenes de guerra y de lesa humanidad, el Poder Ejecutivo 
uruguayo no tiene facultades para rechazar la extradición. Este es el comentario que quería hacer 
sobre el artículo. 


Repito: el Poder Ejecutivo no tiene facultades para rechazar la extradición. La Suprema Corte 
de Justicia debe intervenir preceptivamente. Eso está legislado precisamente para evitar la 
discrecionalidad en esos temas. 


Es decir que hay un régimen específico para los delitos de genocidio, crímenes de guerra y 
lesa humanidad que en materia de extradición -como ya dije- tenemos que ver cómo lo incluimos. 


Podemos traer todas esas normas y generalizarlas para otros delitos, pero quizás no estemos de 
acuerdo; además, no creo que sea adecuado porque se trata de delitos específicos que hoy tienen un 
principio de jurisdicción universal: si no se juzga allá, se juzga acá; cualquier país lo debería juzgar. Si 
todos los países aplicáramos correctamente ese tipo de principios, no habría ninguna ley ni mecanismo 
de impunidad para esos delitos. 


En el caso de Pinochet -mencionado por la señora Senadora Moreira- todavía no estaba 
vigente el Estatuto de la Corte Penal Internacional. Ciertamente, esa discusión fue sumamente 
interesante porque, en los hechos, en España había dos corrientes: la posibilidad de juzgar con 
jurisdicción universal, o la de no hacerlo. 


Creo que en el Uruguay, para supuestos de graves violaciones a los derechos humanos, el 
aspecto en cuestión está solucionado porque el Poder Ejecutivo no tiene discrecionalidad para 
rechazar; no lo puede hacer. Esa es una competencia privativa de la Suprema Corte de Justicia. 
Supongamos que el Poder Ejecutivo quiere impugnar una solicitud de la Corte Penal Internacional o de 
otro Estado con relación a la entrega de sospechosos; en ese caso tiene que pedir autorización a la 
Suprema Corte de Justicia, mediante un procedimiento que está regulado en la Ley N* 18.026. No lo 
puede hacer por una decisión política. Se supone que para estos crímenes tiene que aplicarse el 
Derecho, no puede haber ninguna consideración política discrecional. 


En definitiva, me gustaría analizar un poco más la propuesta de la señora Senadora Moreira, pero creo 
que en nuestro Derecho el tema está solucionado. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿No habría que mencionar explícitamente en el artículo 338 los límites a la 
capacidad que el Poder Ejecutivo tiene de rechazar solicitudes de extradición? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Al comienzo de la sesión manifestamos la necesidad de incorporar 
un aditivo al artículo 332 del proyecto de ley, el cual quedó desglosado a efectos de analizar, más 
adelante, cómo incorporar y tener presente el régimen especial de este tipo de crímenes. Quizás sería 
mejor compatibilizarlo de manera general en el artículo 332, en lugar de establecerlo en cada uno de 
los artículos, porque son regímenes específicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, aceptamos el artículo 338 tal como figura en el proyecto de ley y 
seguimos adelante. 


(Apoyados.) 
-Léase el artículo 339. 
(Se lee:) 


“Artículo 339 (Documentación requerida).- La solicitud de extradición deberá ser 
acompañada de los siguientes documentos, debidamente traducidos: 


Si se trata de un imputado, copia auténtica del auto de sujeción a proceso o del auto que disponga la 
privación de libertad, así como copia de las piezas procesales en que se funda la resolución. 
Tratándose de un condenado, deberá acompañarse copia auténtica de la sentencia de condena. 


Una relación de los hechos atribuidos a la persona reclamada, con indicación del tiempo y lugar de 
comisión, su calificación jurídica y los elementos de prueba correspondientes. 


Transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a la descripción típica, las circunstancias 
alteratorias, la prescripción del delito y de la pena, clase y monto de la pena conminada, sistema de 
aplicación de la misma y normas procesales que autorizan el arresto. 


Toda información que permita la identificación del reclamado, incluso fotografías, ficha dactiloscópica y 
mención de su probable domicilio o paradero en el territorio nacional”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Se me ha hecho llegar una duda respecto a si en el literal c), luego de 
“Transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a”, no habría que agregar “a la 
jurisdicción del Tribunal”. En concreto, se me señala que en la solicitud de extradición debe quedar 
fehacientemente la jurisdicción del Tribunal. 


Dejo planteada la consulta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ningún inconveniente en agregar lo que se propone. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Por mi parte, tampoco tengo inconveniente alguno. Supongo que 
va a surgir del mismo pedido, pero está bien que se haga. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, debería ir un poco antes de la expresión “la descripción típica, las 
circunstancias alteratorias, la prescripción del delito y de la pena”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se dijo “jurisdicción del Tribunal”? 
SEÑORA MOREIRA.- Así es. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Sería “jurisdicción” o “competencia”? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es “jurisdicción”, porque lo que está en juego es la jurisdicción del Estado 
reclamante. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, se agregaría “la jurisdicción del Tribunal”, continuando luego la 
redacción tal como está. 


(Apoyados.) 
-Léase el artículo 340. 
(Se lee:) 
“Artículo 340 (Solicitud por más de un Estado).- 


340.1- Cuando la extradición de una persona se pida por diferentes Estados por un mismo delito, el 
órgano jurisdiccional competente dará preferencia a la solicitud del Estado que haya prevenido en el 
conocimiento de aquél. 


340.2- Si se tratare de hechos diferentes, dará preferencia al pedido formulado por el delito más grave 
y si se los reputara de igual gravedad, la preferencia será determinada por la prioridad en el pedido”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Nuevamente se plantea la necesidad de compatibilizar esto con 
las normas de delito previstas en el artículo 60, “Solicitudes concurrentes”, de la Ley N* 18.026, 
teniendo en cuenta que dice que habría que dar prioridad a las “solicitudes concurrentes de entrega a 
la Corte Penal Internacional”. Ese es un régimen especial. Debemos tener esto especialmente presente 
-aclaro que estoy totalmente de acuerdo con el texto del artículo- en la medida en que este será el 
régimen general, pero no va a alcanzar a los delitos comprendidos en el Estatuto de Roma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 
Pasamos al Capítulo 111, Arresto Preventivo. 
Léase el artículo 341. 
(Se lee:) 
“Artículo 341 (Norma general).- 


341.1- En situaciones de urgencia, podrá solicitarse el arresto preventivo de la persona reclamada vía 
Interpol, debiendo indicar el Estado requirente, la intención de presentar un pedido formal de 
extradición y la existencia de una orden judicial de arresto o de un fallo condenatorio. 


341.2- El Juez competente ordenará que la persona reclamada permanezca privada de libertad o 
dispondrá en su caso una medida alternativa al arresto. También podrá disponer la incautación de 
efectos o instrumentos del delito que el reclamado tenga en su poder. 


341.3- Efectivizada la detención del reclamado, la misma será comunicada al Ministerio de Relaciones 
Exteriores el que a su vez lo pondrá inmediatamente en conocimiento del Estado requirente. 


341.4- El Juez Letrado interviniente deberá convocar a audiencia dentro de las cuarenta y ocho horas 
desde que se produjo la detención. En la misma, se intimará a la persona detenida la designación de 
defensor bajo apercibimiento de designársele el Defensor Público que por turno corresponda. De 
inmediato, se le tomará declaración a los efectos de verificar su identidad y se le informará sobre los 
motivos invocados por el Estado requirente para solicitar su entrega”. 


-En consideración. 
La Mesa desea plantear una duda. 


Según la Constitución, las 48 horas son para el comienzo del sumario, pero el Juez debe 
tomar declaración dentro de las 24 horas. El detenido debe comparecer ante un Juez dentro de las 24 
horas del arresto y aquí, por la vía de la extradición, estamos poniendo un máximo de 48 horas de 
arresto. Me parece que de este modo estaríamos apartándonos del régimen general de garantías 
establecido por la Constitución. Me parece que deberíamos ajustar esto, pero pido un tiempo para 
analizarlo. 


En consecuencia, aplazaríamos la consideración de este artículo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Adhiero a lo expresado por el señor Presidente y agrego que la 
propuesta adecuada sería que la audiencia se tomara dentro de las 24 horas. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto lo dicho pues, evidentemente, la norma está desconociendo o 
tergiversando aquello que está establecido y consagrado en la Constitución. Me parece que no 
podemos apartarnos de un principio básico consagrado en nuestra Carta Magna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero destacar que lo que sigue no es un procesamiento, sino el 
sometimiento de la persona al proceso de extradición. O sea que si la audiencia es muy compleja y hay 
elementos a considerar que son difíciles de aprehender en 24 horas, nada impide que el Juez 
prorrogue la audiencia, pero tendrá un primer contacto con el detenido dentro de ese plazo establecido 
por la Constitución. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que debería decir algo así como que el Juez Letrado del caso deberá tomar 
intervención en un plazo no mayor de 24 horas a partir del momento en que se produce la detención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero tomar intervención en el sentido específico de ver a la persona 
detenida, es decir, se la debe llevar ante el Juez. Esto es lo que dice la garantía. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En adición a lo expresado por el señor Presidente, además de las 
previsiones contenidas en el proyecto de ley, propondría que en el artículo 341.4 se informara al 
detenido sobre el procedimiento de la detención y la extradición. Es decir, propongo que se le informe 
no solo sobre los motivos, sino también sobre el procedimiento que se va a seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación de “por el Estado requirente para solicitar su entrega”, 
podemos incorporar la frase “y sobre el procedimiento a seguir” o “y sobre el procedimiento a seguirse”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En realidad, se le va a informar cuál va a ser el procedimiento de 
extradición a seguirse, por lo que habría que decir “y sobre el procedimiento de extradición”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. 
Por otra parte, ya podríamos sustituir “cuarenta y ocho horas” por “veinticuatro horas”. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Perfecto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Lo aprobamos así. 
Léase el artículo 342. 
(Se lee:) 
“Artículo 342.- (Cese del arresto).- 


342.1.- Si dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la audiencia, el Estado requirente no 
formaliza el pedido de extradición, el tribunal dispondrá el cese del arresto, sin perjuicio de las medidas 
cautelares que pueda adoptar respecto de la persona requerida y de sus bienes. 


342.2.- A partir del vencimiento de dicho plazo, si el pedido de extradición no se presentara dentro de 
los quince días subsiguientes, el Juez dispondrá la libertad definitiva del requerido, la devolución de los 
efectos incautados y el archivo del expediente. Todo ello se dispondrá en audiencia y con intervención 
de las partes, de acuerdo a las disposiciones establecidas en el Capítulo siguiente”. 


- En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera formular dos preguntas para ver si podemos dar una 
respuesta conjunta. 


La primera pregunta es: ¿qué sucede si la persona da el consentimiento para ser 
extraditado? ¿En qué condiciones debería darlo? 


La segunda pregunta es: ¿vamos a establecer un plazo máximo de duración del arresto? No 
tengo presente ahora si existe una disposición que establezca un plazo máximo de arresto en materia 
de extradición. Creo que son 120 días para el tema de las graves violaciones a los derechos humanos. 
Me parece que hay normas en tratados internacionales que establecen el máximo que una persona 
puede permanecer en arresto administrativo a los efectos de la espera. No sé si lo vamos a incluir o no, 
pero antes de pasar al Capítulo siguiente me gustaría aclarar estos dos temas, repito, si vamos a 
establecer un plazo máximo de arresto -que creo que debería estar establecido- y si vamos a regular o 
no el consentimiento de la persona para ser extraditada. No es un tema menor, porque si no lo 
regulamos, la persona brinda su consentimiento para ser extraditada, pero no sabemos cómo sigue. 
Me imagino la situación de alguien que no quiere sustanciar el procedimiento de extradición y dice que 
no quiere estar en el Uruguay, sometida a una cárcel o a un arresto fuera de su país. ¿Cómo 
procedemos? 


SEÑOR DA ROSA..- El planteo está referido siempre a la acción del Estado requirente, pero si este no 
formaliza el pedido de extradición... 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Claro. El señor Senador tiene razón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una cosa es el cese de la prisión preventiva porque el Estado requirente no 
formaliza el pedido de extradición -eso es lo que regula el artículo 342- y otra, que llegue la solicitud de 
extradición en forma, con la documentación correspondiente y se disponga la prisión preventiva pero 
se demore el trámite del proceso, por ejemplo, porque el detenido objeta la extradición y su defensa 
produce prueba, etcétera. En este caso, de pronto pasa un año y el individuo sigue privado de libertad 
mientras continúa la contienda acerca de si se hará lugar a la extradición o no. Debemos pensar si en 
ese caso vamos a establecer un límite temporal. Puede tratarse de un delito grave y oponerse 
precisamente para evitar la extradición, que se llegue al plazo límite que nuestra legislación establezca 
y, de esa manera, se facilite que quede en libertad un delincuente peligroso. Me parece que 
deberíamos pensarlo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quizás habría que incluir una norma independiente, no en el 
artículo que estamos considerando sino en el Capítulo IV, relativo al Procedimiento. Allí se podría 
establecer un límite para la extensión del arresto, lo que no quiere decir que no continúe el 
procedimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero el individuo queda en libertad. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- El sujeto no debería estar arrestado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otro lado, en el artículo 342.2, en lugar de “la devolución de los efectos 
incautados y el archivo del expediente” debería decirse, más genéricamente, “el cese de las medidas 
cautelares dispuestas y el archivo del expediente”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, aprobamos este artículo sin perjuicio de que oportunamente 
consideremos otra propuesta que se haga en el sentido que anunciaba el señor Senador López 
Goldaracena. 


Ingresamos al Capítulo IV, Procedimiento. 
Léase el artículo 343. 
(Se lee:) 


“Artículo 343 (Competencia del tribunal).- 


343.1- Recibido el pedido de extradición, el Poder Ejecutivo con intervención de la Autoridad Central, lo 
cursará a la Suprema Corte de Justicia para que ésta lo envíe al Juzgado Letrado en lo Penal de la 
Capital que por turno corresponda. 


343.2- La fecha de la resolución judicial extranjera que ordena el pedido de extradición, determina el 
turno de los tribunales uruguayos”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, lo damos por aprobado. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido disculpas, pero debo retirarme. 
(Se retira de Sala el señor Senador Da Rosa.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 344. 
(Se lee:) 
“Artículo 344 (Representación del Estado requirente).- 


344.1- En la solicitud de extradición o posteriormente hasta la audiencia de debate, el Estado 
requirente podrá designar apoderado abogado, el que deberá estar inscripto en la matrícula nacional. 
Previo al ejercicio de su cargo, éste deberá aceptarlo y constituirá domicilio dentro del radio del 
tribunal. 


344.2- El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, en interés del 
Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, para el ejercicio de una 
adecuada representación y control de los actos procesales”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, seguimos adelante. 
Léase el artículo 345. 

(Se lee:) 


“Articulo 345 (Intervención del Ministerio Publico).- En el proceso de extradición, el Ministerio 
Publico actuará como dictaminante técnico, ejerciendo el contralor formal y sustancial de los actos 
procesales, sin perjuicio de la facultad de pedir la postergación de la entrega, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 350 de este Código”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Tengo unas observaciones para realizar -los señores Senadores las 
comprenderán mejor que yo- relativas a que el Ministerio Público siempre actúa como tercero. 


En la fundamentación de las modificaciones propuestas, se expresa: “Fuera de los casos en 
que actúa como parte, cuando la Ley prevé la actuación del Ministerio Público, siempre actuará como 
Tercero (artículo 29 del C.G.P). Por lo que se debe modificar el texto y señalar que *...el Ministerio 
Público actuará como tercero”. 


Con respecto al artículo 345, también se indica que es un error por prescribir el Código Peri, 
pero en materia de extradición el Ministerio Público siempre actúa como tercero, como lo establece el 
artículo 29 del Código General del Proceso. Se agrega que este no es un tema menor puesto que de 
esta forma posee mayores posibilidades de intervención donde está en juego el orden público nacional 
e internacional. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera hacer una consulta. ¿El Fiscal de Corte realizó algún 
comentario con respecto a este artículo 3457? 


SEÑORA SECRETARIA.- No, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante la propuesta de la señora Senadora Moreira, se debería consultar a la 
Comisión redactora, integrada con distinguidos procesalistas que sabrán calibrar la pertinencia del 
ajuste propuesto. 


Creo que el dictaminante técnico es genéricamente un tercero y esto es simplemente una especificidad 
de su carácter de tercero. De todas maneras hay que hacer la consulta pertinente. 


SEÑORA MOREIRA.- Podemos aprobarlo realizando la consulta pertinente, pero eso implicaría 
desglosar el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda desglosado el artículo 345. 
Léase el artículo 346. 
(Se lee:) 


“Articulo 346 (Recepción del pedido de extradición).- Recibida la solicitud, el Juez ordenará 
su detención con las formalidades legales y la incautación de efectos del delito, si el reclamado no está 
privado de su libertad o sometido a medidas limitativas de la libertad física, debiendo procederse de 
acuerdo a lo establecido en lo dispuesto en el artículo 341.4 de este Código”. 


-En consideración. 


Si los señores Senadores me permiten, creo que debería hacerse un ajuste de redacción. En 
lugar de “a lo establecido en lo dispuesto en el artículo 341.4 de este Código”, debería expresarse “de 
acuerdo a lo dispuesto por el artículo 341.4 de este Código”. 


(Apoyados.) 

Léase el artículo 347. 
(Se lee:) 

“Articulo 347 (Trámite).- 


347.1- El tribunal convocará a audiencia dentro de las cuarenta y ocho horas contadas desde que el 
reclamado fue puesto a su disposición y a la misma comparecerá éste asistido de defensor, el 
Ministerio Público y el abogado del Estado requirente. 


347.2- En la audiencia se informará a la persona requerida, sobre el contenido de la solicitud y ésta 
podrá expresar su consentimiento al pedido de entrega o manifestar su oposición. 


347.3- La oposición podrá fundarse en las siguientes excepciones: 

a) No ser la persona reclamada. 

b) Defectos de forma de la solicitud de extradición o de la documentación acompañada. 
Cc) Improcedencia del pedido. 


347.4- El tribunal, oídos los abogados del Estado requirente y de la persona requerida y el Ministerio 
Público, resolverá la cuestión en la misma audiencia con arreglo a la ley más favorable al requerido. De 
advertirse defectos formales que se indicarán con precisión, se dispondrá que éstos se subsanen en un 
plazo que no podrá superar los treinta días, contados desde la fecha de la detención. 


347.5- Si no se subsanaren los defectos indicados en el plazo establecido, dispondrá el archivo del 
pedido y la libertad definitiva del requerido. 


347.6- Si el pedido reuniera los requisitos formales necesarios o las deficiencias fueran subsanadas, el 
Juez dispondrá la prisión preventiva del reclamado, pudiendo las partes proponer prueba. El Juez 
convocará a una audiencia, la que deberá celebrarse en un plazo no mayor de quince días la cual se 
regirá en lo pertinente por lo dispuesto en el art. 276 de este Código. 


347.7- Previo al dictado de sentencia, se oirá al Ministerio Público”. 
-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Respecto al artículo 347.4, propongo que en lugar de decirse “desde la fecha de 
la detención”, se exprese “desde la fecha de la audiencia”; y que en el artículo 347.6, en lugar de “El 
Juez dispondrá la prisión preventiva” , se diga: “El Juez podrá disponer la prisión preventiva”, pues la 
actual redacción no se corresponde con la filosofía del Código en general ni con el instituto de la 
extradición en particular, donde al arresto preventivo no es preceptivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que el artículo 347.1 dispone que el tribunal convocará a 
audiencia dentro de las cuarenta y ocho horas, tema que ya consideramos antes, habiendo resuelto 
que fuera dentro de las veinticuatro horas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- De acuerdo con esta modificación, hay aspectos que todavía no 
me quedan claros y, por eso, voy a tratar de encuadrar el tema. Podría darse el caso de que 
existieran dos audiencias: por un lado, que vía Interpol se solicite el arresto urgente y, por otro, el 
pedido de extradición. ¿Es así? ¿Habría dos audiencias? Lo planteo porque una cosa es la audiencia 
obligatoria que vemos en el artículo 341 -relacionada con la solicitud de arresto- y, otra, distinta, es 
cuando viene el pedido de extradición y se inicia el procedimiento. Pregunto: ¿podría ocurrir que la 
solicitud de arresto y el pedido de extradición llegaran juntos? En ese caso habría una única audiencia 
dentro de las veinticuatro horas, que sería la que estamos analizando en el artículo 347. El contenido 
de esta audiencia debería ser similar al de la audiencia del artículo 341. 


Entonces, para que me quede claro consulto si, efectivamente, en algunos casos habría una 
audiencia y, en otros, dos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso dependerá de si al momento de practicarse la detención ya está la 
documentación que debe enviar el Estado requirente, o no. Si no está, hay una primera audiencia a los 
efectos de dar al detenido la garantía de que hay un Juez que lo ve, le comunica los motivos de su 
detención, le intima la designación de un abogado, etcétera; además, le informa sobre el proceso de 
extradición, le advierte que el Estado requirente tiene treinta días para hacer llegar la documentación 
correspondiente y que, de no ser así, recupera automáticamente la libertad. Si tal documentación llega 


dentro de los treinta días, se continúa la audiencia, que queda en suspenso a la espera de aquella. 
Ahora bien, el Juez ya vio al individuo. Me parece que este es el procedimiento. 


En cuanto al cómputo de los treinta días, pienso que está bien contar desde la fecha de 
detención, tal como expresa el texto del artículo, porque está en juego la garantía de la libertad 
personal. Se tiene detenido al sujeto nada menos que treinta días, sin saber si se va a formalizar la 
extradición o no; creo es bastante tiempo. En cuanto a la audiencia, es a las veinticuatro horas 
siguientes, pero el hecho que enciende la luz roja y tiene que determinar el comienzo del plazo, es que 
se detuvo a la persona. 


SEÑORA MOREIRA.- Está bien. 


La otra observación que formulé refería a sustituir la expresión “el Juez dispondrá la prisión 
preventiva” por “el Juez podrá disponer la prisión preventiva”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema es la responsabilidad a nivel internacional del Estado uruguayo 
ante el que requiere la extradición. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En lo personal, me queda claro que la prisión preventiva en 
materia de extradición es de una naturaleza jurídica diferente a la prisión preventiva en materia de 
enjuiciamientos, indagatorias o como sentencia de condena. Se dice que es un arresto administrativo. 
Para evitar que la persona -normalmente un extranjero- se sustraiga a las autoridades del país que 
formula el requerimiento, se le arresta, pero sin que ni siquiera haya -todavía- un procedimiento contra 
ella; simplemente es un arresto administrativo, como puede ser el de un testigo. De modo que me 
gustaría analizar esto. 


El señor Senador Pasquet tiene razón en el sentido de que Uruguay tiene firmados Tratados 
internacionales en materia de extradición, por los cuales debe garantizar al Estado que hace el pedido, 
que esa persona va a ser considerada como posible imputado para el país que la requiere. En realidad, 
en estos procedimientos el Uruguay está cooperando internacionalmente; creo que ese es el concepto 
que tenemos que reubicar. Estamos legislando sobre un mecanismo de cooperación internacional, lo 
que es diferente a un enjuiciamiento de la persona. Hay que ser muy garantista pero también muy 
cuidadoso, sobre todo en cuanto a los plazos, estableciendo un plazo máximo y que los procedimientos 
de extradición sean rápidos, ya que no seremos nosotros quienes vamos a juzgar si la persona es 
culpable o inocente. 


Por estas razones -reitero- me gustaría analizar la propuesta de la señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Aclaro que estoy dispuesta a votar el artículo así como está. Lo que he 
planteado han sido sólo observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una duda en cuanto a si no tendríamos que prever la posibilidad de 
solicitar la excarcelación previsional en caso de que el procedimiento insuma demasiado tiempo. Digo 
esto porque podemos tener un individuo privado de su libertad sine die, mientras se suceden las 
comunicaciones entre el Estado requirente y el Estado requerido, con documentos que no llegan o no 
están en forma, etcétera. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Perdón, señor Presidente. Se me ha hecho llegar por Secretaría el 
dato de que, según lo establecido en la Ley N* 18.026, hay un plazo máximo de detención de 120 días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Creo que debemos pensar en esa posibilidad. El Tribunal decidirá según 
las circunstancias del caso o las garantías que ofrezca la persona detenida. Esta podrá alegar que va a 
permanecer en territorio nacional, que no va a eludir la persecución, o podrá ofrecer garantías que el 
Juzgado no considere suficientes. Pienso que en ese caso hay que dejar un margen a la 
discrecionalidad del Juez, pero también crear una válvula de escape. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: quiero proponer un par de modificaciones que, según 
entiendo, van en la dirección de su preocupación. 


En el artículo 348, referido a la impugnación, planteamos que se agregue que, en caso de 
ser denegatoria la sentencia, se dispondrá la libertad. Y en el artículo 349, por su parte, proponemos 
incluir un inciso que diga lo siguiente: “Si en el plazo de 30 días contados a partir de la fecha de 
notificación el Estado requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en 
libertad definitiva, pudiendo los tribunales nacionales denegar posteriormente la extradición por los 
mismos hechos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que encontrar una expresión más adecuada que “retirar”. 
SEÑORA MOREIRA.- Es cierto. 


En definitiva, lo que acabo de señalar -que vendría a ser el artículo 349.2- va dirigido a 
salvaguardar o a tener plazos en caso de que hubiera inconvenientes de este tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos planteado, pues, el tema de la eventual introducción de una norma 
que establezca la posibilidad de una excarcelación provisional en caso de que hubiera transcurrido un 
tiempo mayor a determinado lapso. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿La ley no contiene esta norma? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero se aplica en el ámbito de la Ley N* 18.026. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Propongo que se introduzca una norma similar, que sea preceptiva 
y establezca que pasado cierto tiempo, la persona queda en libertad. De esa manera estamos 
obligando a cumplir con los procedimientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No debemos olvidar que muchas veces el detenido puede demorar los 
procedimientos, por ejemplo, presentando una impugnación. Como todas estas providencias son 
impugnables, todos sabemos cuánto demora si se llega a un Tribunal de Apelación. Entonces, si el 
detenido tiene la voluntad de demorar, no creo que en 120 días pueda llegarse a una definición. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- El procedimiento es bastante sumario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si, pero se pueden ofrecer pruebas. Sólo el diligenciamiento de la prueba, 
¿cuánto tiempo lleva? Si se presenta una controversia acerca de los medios de prueba, los plazos se 
van. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- La prueba no va a ser sobre el fondo, sino sobre la admisibilidad o 
no de la extradición. Es decir, no me imagino una prueba pericial contable, por ejemplo, que es la que 
normalmente se utiliza para dilatar los plazos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro, pero si se tratara de una prueba acerca del carácter político de la 
persecución, con ofrecimiento de testimonios que indiquen que al detenido se lo persigue por razones 
políticas en su país de origen, y en ese contexto se realizaran varias audiencias para recibir la 
declaración testimonial, podría llevar bastante tiempo. Propongo que dejemos este punto anotado para 
reflexionar y después presentar alguna propuesta. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Queda claro que estamos de acuerdo en que debe existir una 
norma que legisle sobre las garantías de la persona cuando se extiende el plazo en demasía, que 
podrían pasar por la liberación de la persona o por el pedido de excarcelación. Tenemos que ver si será 
una norma autónoma -una nueva disposición- o si la incluimos en alguno de los artículos que ya están. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 348. 
(Se lee:) 
“Artículo 348 (Impugnación).- 


348.1- La sentencia definitiva que admita o deniegue la extradición será apelable con efecto 
suspensivo para ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por turno corresponda. 


348.2- La resolución del tribunal que homologue el consentimiento del reclamado a la extradición no 
admite apelación”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Propongo que en el 348.1 se agregue “De ser denegatoria,” -se refiere a la 
sentencia, claro está- “se dispondrá la libertad”. 


Quiere decir que si se deniega la extradición, inmediatamente se debe proceder a la puesta en 
libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La sentencia que deniega la extradición dispone en el acto la libertad; al 
denegar la extradición, esa es la consecuencia lógica. 


(Intervención de la señora Senadora Moreira que no se escucha.) 


-Lo que se dice acá es que la apelación tiene efectos suspensivos, por lo que la libertad no 
se cumple mientras se sustancia dicha apelación. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Qué quiere decir “con efecto suspensivo”? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Que no se cumple lo dispuesto por la sentencia. 
SEÑORA MOREIRA.- ¿Entonces? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la sentencia deniega, la persona no queda en libertad. Si la sentencia hace 
lugar a la extradición, pero el detenido a través de su abogado apela, esta no se cumple mientras se 
esté sustanciando la apelación. En eso consiste el efecto suspensivo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quizá podría hacer una propuesta intermedia que sea adecuada. 
Reitero que todavía no estamos juzgando, sino cooperando. Entiendo que si la sentencia de primera 
instancia de un proceso de cooperación dice que no es procedente la extradición, o sea, hacer lugar al 
pedido de que la persona sea remitida a un tribunal extranjero, sería lógico que quedara en libertad, 
pero tenemos que prever que el proceso no está terminado. Esa sería una buena causal para que la 
persona quedara en libertad, pero con otro tipo de medida sustitutiva que permitiera la sujeción al 
tribunal. Imagino, por ejemplo, el caso de alguien que está siendo objeto de un proceso de extradición, 
a quien en primera instancia le dicen que no es procedente la extradición; si el Estado requirente apela, 
la persona sigue estando bajo arresto administrativo aunque haya una sentencia de primera instancia 
favorable. 


No quiero medir esto con los mismos parámetros con que lo haría en el caso de una persona 
que se encuentra en arresto preventivo porque está siendo juzgada en el Uruguay; estamos hablando 
de un mecanismo de cooperación internacional. Creo que en ese caso puede ser procedente un 
planteo como el que realiza la señora Senadora Moreira, pero no que la persona quede en libertad 
definitiva, por decirlo de alguna manera. Podría tratarse de un mecanismo que cesara ese arresto 


administrativo, sustituyéndolo por otra medida. Por ejemplo, si hay una caución, debemos buscar la 
forma de no tener presa a la persona, porque nuestro propio Poder Judicial nos está diciendo, en 
primera instancia: “no la vamos a mandar”. Por lo tanto, ¿cómo vamos a tenerla bajo arresto 
administrativo? ¿Lo haremos porque el otro Estado apeló? Pienso que podemos ponerle un plazo muy 
acotado al Tribunal de Apelaciones para que falle, porque ¿quién le va a pagar los perjuicios al 
arrestado? ¿Lo hará el Estado requirente que apeló? ¡Estoy pensando hasta en la mala fe! Sale una 
sentencia de este tipo y la persona puede pensar “¿No me van a dar la extradición?” a lo que en el 
Estado requirente se puede decir: “Apelo porque total va a seguir preso quince o veinte días más, dos 
o tres meses más”. 


Creo que habría que buscar un mecanismo tal que nuestro país no evada la responsabilidad 
de cooperación internacional, pero al mismo tiempo sea proporcional a la situación que se esté 
viviendo porque un Juez de Primera Instancia negó la extradición. Me parece que lo mejor sería 
habilitar un mecanismo de excarcelación, pero no digo que sea preceptivo y por eso hablo de una 
propuesta intermedia. Si se deniega la extradición, se podrá solicitar algún tipo de medida sustitutiva. 
Pienso que podemos compatibilizar esto con la propuesta que había realizado el señor Presidente, 
acerca de estudiar la posibilidad de excarcelar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero aplazar este artículo y pensar en lo que se propone. 


SEÑORA MOREIRA.- Podría ser, como sugiere el señor Senador López Goldaracena, que se 
disponga el cese del arresto, pero manteniendo las medidas que le impidan a la persona salir del país. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Puede ser, por ejemplo, que se la obligue a constituir un domicilio; 
ni siquiera deberíamos hablar de un arresto domiciliario porque eso tampoco tiene sentido. La persona 
debería tener libertad ambulatoria, pero también sería necesario algún tipo de caución, como por 
ejemplo establecer la prohibición de apartarse del radio del tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedaría aplazado este artículo 348 y analizaremos la propuesta formulada. 
Si la señora Senadora Moreira puede acercarnos un texto, sería aún mejor. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿El señor Senador López Goldaracena, que tuvo la idea, podría acercar un texto 
que contemple una solución intermedia? En lo personal, no tengo problema en hacer llegar un texto, 
que podríamos elaborarlo juntos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quizás en esa redacción también debamos considerar la 
propuesta que había realizado el señor Presidente en cuanto a tener en cuenta la excarcelación de 
todas las personas que están en el proceso en cuestión. Cuando redactemos ese artículo tendremos 
presente ese otro plano porque deberíamos compatibilizarlo con eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Léase el artículo 349. 
(Se lee:) 


“Artículo 349 (Comunicación al Poder Ejecutivo).- La sentencia definitiva ejecutoriada que 
declara procedente la extradición, será comunicada de inmediato al Poder Ejecutivo, a fin de que éste 
provea lo necesario para la entrega del reclamado al Estado requirente”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: aquí debemos considerar la idea de agregar un inciso 
segundo que establezca: “Si en el plazo de treinta días, contados a partir de la fecha de la notificación, 
el Estado requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en libertad 


definitiva, pudiendo los Tribunales nacionales denegar posteriormente la extradición por los mismos 
hechos”. Lo que se propone en esta cláusula es muy definitivo, por lo que lo acercaré para que sea 
analizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperaremos el texto correspondiente. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Si se me permite, quiero hacer una valoración sobre la entrega. 
Esta no se ha previsto en las normas que estamos considerando pero quiero plantear un caso que me 
parece interesante para que reflexionemos en conjunto o, por lo menos, se tome conocimiento de su 
existencia. 


En procesos de entrega o extradición de personas en el mundo actual, puede darse el caso 
de que en ese proceso temporal de retiro -como se decía anteriormente- o de traslado de un país a 
otro se haga escala en terceros países. Al hacer esa escala, se introduciría un nuevo ingrediente: si se 
tratara de una persona que tuviera conexión con esos terceros países, podría generarse algún tipo de 
incidente jurídico relacionado con conductas anteriores de la persona en cuestión. Para traducir esto, 
estamos hablando de una persona que llega a un país donde está en tránsito, y allí existe una orden de 
captura contra ella. Estas son realidades que pueden llegar a suceder o que hoy están sucediendo, y 
digo esto porque en materia de la Corte Penal Internacional se han previsto especialmente esos 
supuestos. Se ha tenido que regular cuál es el mecanismo de responsabilidades del tránsito porque se 
pasa por terceros países y puede darse el caso de que, en ese tránsito, haya incidentes jurídicos 
relacionados con la persona que está siendo trasladada para ser entregada. 


Este es un dato que quiero dar a conocer simplemente para que se tenga presente. Nosotros 
estamos legislando sobre la entrega de sospechosos o sobre extradición, pero puede darse el caso de 
que se involucren otros países y el procedimiento fáctico de la entrega tenga relevancia jurídica. 


No quiero entrar en una casuística mayor, pero está previsto que las entregas se hagan 
tratando de garantizar el no paso por terceros países. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso puede depender hasta de la geografía, porque puede ser que sea 
necesario realizar una escala técnica en un país intermedio y si hiciéramos depender el procedimiento 
de extradición de esas eventualidades no sé hasta dónde llegaríamos. Tendríamos que prever el 
régimen jurídico existente en los países en los cuales el medio de transporte empleado para hacer 
efectiva la extradición pudiere eventualmente hacer escala. Me parece que nos vamos muy lejos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Por casualidad encontré que en el artículo 62 de la Ley N* 18.026 
se prevé que Uruguay adopte medidas de seguridad durante el tránsito de los traslados para garantizar 
los derechos de la persona transportada cuando se tratare de alguien que sea trasladado a pedido de 
la Corte Penal Internacional. Hasta podría darse el caso de que esa persona sea detenida en el 
Uruguay por razones de conexiones. Por ejemplo, si una persona está siendo trasladada de un país a 
otro, pasa por Uruguay y para ese tercer país no hay un vuelo inmediato, ¿dónde queda la persona? El 
Estado uruguayo, en su obligación de cooperar con la Corte Penal Internacional, tiene la obligación de 
detener a esa persona. No estamos hablando del proceso de extradición ni de una entrega en la que el 
Uruguay haya participado. Es una persona en tránsito, el Uruguay está obligado a mantenerla detenida 
y se establece un plazo para ello. Eso se está legislando en otros países para adecuarlo a las 
necesidades de los traslados. 


Quería realizar esta acotación porque me parece interesante socializar en función del planteo 
realizado por la señora Senadora Moreira, pero no estoy proponiendo ninguna norma específica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, quedamos a la espera de la propuesta para el inciso 
segundo y seguimos adelante con el artículo 350. 


Léase el artículo 350. 


(Se lee:) 
“Artículo 350 (Postergación de la entrega).- 


350.1- Si el requerido estuviera sometido a juicio en la República, su entrega sólo podrá ser diferida 
hasta la conclusión del proceso o la extinción de la condena cuando la ley reprima el delito atribuido en 
esa Causa con un mínimo de penitenciaría, o cuando estime prima facie que la pena a recaer en 
definitiva tendrá esa naturaleza. 


350.2- En los demás casos, se decretará la suspensión del juicio nacional, debiendo procederse a la 
entrega inmediata del extraditado”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Proponemos agregar un numeral que diga: “El aplazamiento de la entrega 
suspenderá el cómputo del plazo de la prescripción en las actuaciones judiciales que tuvieren lugar en 
el Estado requirente por los hechos que motivan la solicitud de la extradición.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo vamos a disponer nosotros sobre los plazos de prescripción en otro 
Estado? 


SEÑORA MOREIRA.- En base a la hipótesis de que se dé un aplazamiento por la existencia de un 
proceso en el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero no podemos nosotros disponer sobre esto. Estimo que no puede ser 
así porque estaríamos disponiendo sobre algo que es de resorte del Estado requirente. 


Sí podríamos cambiar la redacción del artículo 350.1, dado que se expresa: “Si el requerido 
estuviera sometido a juicio en la República” cuando, por lo menos, debería expresarse “juicio penal” o, 
mejor aún: “proceso penal”. 


¿Les parece correcto el cambio de redacción? 
(Apoyados.) 


-Entonces, el texto diría: “Si el requerido estuviera sometido a proceso penal en la República, 
su entrega sólo podrá ser diferida hasta la conclusión del mismo o la extinción de la condena cuando la 
ley reprima el delito atribuido en esa causa con un mínimo de penitenciaría, o cuando estime prima 
facie que la pena a recaer en definitiva tendrá esa naturaleza”. 


A su vez, en el 350.2, debería expresarse: “En los demás casos, se decretará la suspensión 
del proceso nacional, debiendo procederse a la entrega inmediata del extraditado”. 


SEÑORA MOREIRA.- No tengo problemas en aprobarlo tal como está, pero no sé si se ha entendido la 
idea del numeral que se propone agregar, esto es, que la conclusión del proceso de la persona en el 
Uruguay, causa prescripción del delito por el cual se pide la extradición. En ese caso, no lo podríamos 
condenar por los dos delitos. Lo que se sugiere es que esa demora, ese aplazamiento en Uruguay por 
cumplir el proceso penal, no cuente a los efectos del delito por el que se solicita la extradición, es decir, 
que se sumen los dos. El señor Presidente dice que eso, de alguna manera, es imponerle normas al 
Estado extranjero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. Ese Estado tendrá sus normas sobre la prescripción y sobre 
cuándo esta se produce o no. En lo personal, creo que no se produciría, porque el Estado requirente 
ejerce la acción penal; se deja en suspenso, pero se ejerce, y eso interrumpe la prescripción. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Para que el Uruguay pueda proceder a la extradición tiene que 
controlar si el delito no está prescripto. 


SEÑORA MOREIRA.- Claro; y podría haber prescripto. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Esa norma aplicaría también para los procesos uruguayos, en el 
sentido de que podría decirse que el período al que está sometido a la Justicia uruguaya tiene 
incidencia en la prescripción del otro delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que estamos razonando sobre un supuesto que no es. En el 
artículo 350 ya tuvo lugar el proceso de extradición y ya se dispuso hacer lugar a la extradición; lo que 
se está suspendiendo es la entrega. Es lo mismo que cuando una persona está procesada, a 
disposición del Juzgado Penal de Tercer Turno, imputada de una rapiña, y en esa situación se 
encuentra con que se inicia otra causa en el Juzgado Penal de Primer Turno porque se la vincula con 
otra rapiña. La podrán procesar en esa segunda causa, pero no empieza a cumplir la pena por ella 
hasta que termine con la de rapiña que está cumpliendo por el Juzgado Penal de Tercer Turno. No es 
un problema de que no se ejerza la acción y no se pueda seguir el juicio, sino de que no está 
cumpliendo la pena por la segunda causa mientras cumple por la primera. Acá se trata de lo mismo: la 
extradición, la entrega, ya se dispuso. El artículo 350 dice que la entrega material no se verifica 
mientras esté sometido a juicio aquí. No es un problema de prescripción, porque ya está ordenada la 
extradición y la entrega. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Si la persona termina de cumplir la condena en el Uruguay, se 
pasa a cumplir con la entrega, pero a ese momento podría considerarse que el delito o la pena ya han 
prescripto para la ley del Estado requirente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es problema del Estado requirente, que sabrá lo que tiene que hacer. Si 
reclama que se cumpla la entrega, de acuerdo con la sentencia tal y cual, tendremos que cumplir, y si 
no reclama, no podrá entrar en juego esa otra disposición que proponía la Senadora Moreira en cuanto 
a que, si transcurrido cierto plazo no se verifica la entrega por responsabilidad del Estado requirente, el 
detenido queda en libertad. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En este caso uno se plantearía si los crímenes son 
imprescriptibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No podemos pensar todo desde la óptica de la Ley  N* 18.026, pues se trata 
de un régimen para crímenes especialísimos. 


(Dialogados.) 


SEÑORA SECRETARIA.- Perdón; ¿el artículo 350 quedaría redactado con las modificaciones 
propuestas por la señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 351. 
(Se lee:) 


“Artículo 351 (Non bis in idem').- Negada la extradición de una persona, la misma no podrá 
solicitarse nuevamente por el mismo delito, salvo que la negativa se fundara en la insuficiencia o falta 
de documentación”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- En el caso de este artículo, se propone cambiar el nomen ¡urís, reemplazándolo 
por “Cosa Juzgada”. En el informe que se me ha hecho llegar se dice que la modificación obedece a un 
tecnicismo elemental, pues no se trata en realidad de “non bis in idem” que, en esencia y a grandes 
rasgos, es el doble juzgamiento y condena, sino de la existencia de “cosa juzgada” en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, sería “cosa juzgada sustancial”, porque la formal podría 
revisarse si la causa fuera falta de documentación. De todos modos, no me voy a pelear por el 
epígrafe, como también se le llama al nomen juris. No tendría inconveniente en hablar de “cosa 
juzgada”. 


Léase el artículo 352. 
(Se lee:) 


“Artículo 352 (Principio de especialidad).- La persona extraditada no podrá ser juzgada en el 
Estado requirente por otro u otros delitos cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no 
comprendidos en éste”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Por nuestra parte, proponemos que luego de la expresión “no podrá ser 
juzgada”, se agregue: “condenada, ni cumplir pena por hechos diversos al comprendido en la solicitud 
de extradición”. Esto tiene por objeto contemplar diversas hipótesis no alcanzadas en el proyecto, que 
contemplan de mejor forma el principio de especialidad, lo que es común en la redacción de distintos 
tratados. 


De modo que el texto diría: “La persona extraditada no podrá ser juzgada, condenada ni 
cumplir pena por hechos diversos al comprendido en la solicitud de extradición en el Estado requirente 
por otro u otros delitos cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no comprendidos en 
éste.” La redacción no es la mejor, pero la idea es agregarle estas otras circunstancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El criterio parecería adecuado. Propondría aplazar la consideración y, 
mientras tanto, repartir la propuesta de la señora Senadora Moreira, a los efectos de poder ajustar la 
redacción. 


SEÑORA MOREIRA.- Bien. Entrego a Secretaría el repartido con las modificaciones. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 353. 
(Se lee:) 


“Artículo 353. (Descuento del tiempo de privación de libertad).- El tiempo que la persona 
reclamada haya permanecido detenida en la República, deberá ser tenido en cuenta en la sentencia 
definitiva del Estado requirente”. 


-En consideración. 


En lo personal, no tengo problemas con el concepto, pero me pregunto cómo se puede 
condicionar la extradición a todos estos elementos, si no está previsto así en el Tratado respectivo. Si 
no hay tratado, sí podemos decir que se entrega a la persona si se cumple con tales y cuales 
condiciones. Creo que habría que prever, de alguna manera, el instrumento en el que todo eso se hace 
constar, es decir, determinar que no habiendo tratado, la extradición se verificará con arreglo a las 
condiciones establecidas por la ley, respecto de las cuales se requerirá el asentimiento expreso del 
Estado requirente. Deberíamos decir algo por el estilo, porque nada de esto figura en el artículo. Si 
empezamos a salpicar el texto con condiciones que vamos a imponerle al Estado requirente, parece 


que estamos legislando para él. Por supuesto que los Estados deben tener en cuenta la preventiva 
cumplida; esta es una cuestión de sentido común y es claro que debe ser así, pero no podemos 
imponerlo por un texto en nuestra ley que diga que deberán descontarles la preventiva. Eso sólo tiene 
sentido en la medida en que lo incorporemos a una propuesta... 


(Dialogados.) 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Debería incorporarse como condición para dar la extradición. 
Nosotros sí estamos legislando en esta materia con condiciones para los Estados requirentes porque, 
por ejemplo, si hay pena de muerte, no vamos a entregar a la persona, y si no descuentan la 
preventiva, tampoco se lo vamos a dar. Hago este razonamiento porque quiero entender lo que plantea 
el señor Presidente. Lo podríamos incluir como condición, pues el principio es correcto y debemos 
contemplarlo. Por ejemplo, en el caso de una persona que está 120 días detenida -por poner el lapso 
máximo- ese tiempo debería descontarse de la condena. Eso debería ser así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insisto: estamos en lo mismo. Propondría dar por aprobado este artículo y 
continuar pensando en este tema, dado que el problema trasciende el artículo 353. De hecho, 
comprende también el 352; es lo mismo; es como decir que no lo pueden juzgar más que por este 
delito por el cual pidieron la extradición y se la concedimos, por ningún otro anterior, etcétera. 


Hemos finalizado la consideración de este Título. 
A continuación, quiero plantear una duda que me asaltó mientras leíamos estos textos. 


Me he dado cuenta de que todo esto que hemos venido considerando -más allá de 
algunas precisiones o ajustes técnicos, que están muy bien- responde al viejo esquema del proceso 
penal inquisitivo. 


El pedido de extradición se lo hace llegar el Poder Ejecutivo al Juzgado competente -por 
supuesto, vía Suprema Corte de Justicia- y es éste quien dispone la detención y convoca a audiencia. 
El Ministerio Público es un tercero, un dictaminante técnico. Esto es contrario a lo que se establece en 
todo el Código. 


SEÑORA MOREIRA.- Exacto, lo dije cuando abordamos el tema de la prisión preventiva que, en 
realidad, va contra la filosofía de lo que queremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo el proceso está hecho sobre el viejo modelo. Creo que tendríamos que 
consultar a la Comisión Redactora o establecer que “el Poder Ejecutivo enviará la solicitud de 
extradición al Ministerio Público” y que continúe como todo lo demás. 


SEÑORA MOREIRA.- Está bien, que se efectúe la consulta. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de la siguiente 
precisión. 


Me parece que deberíamos incorporar un matiz, esto es, que en el proceso de extradición es 
el Juez quien debe resolver si se dan o no los requisitos -no queda en el margen de un Ministerio 
Público- de la misma forma que el Ministerio Público tiene margen para decir si acusa o no en juicio y si 
lleva o no a juicio. Aquí no se entra dentro de ese marco. Daría la impresión de que la función del 
Ministerio Público estaría siendo cumplida por el Estado requirente, que diría: “Se cometió un delito en 
mi país y, por tales motivos, solicito la extradición de las personas indicadas como posibles autores de 
ese delito”. Quien debe resolver si hacemos o no lugar a ese pedido de cooperación, será el Juez; el 
Ministerio Público actuaría como tercero. Por lo tanto, creo que no se dan las condicionantes para 
aplicar el procedimiento del Código a los procesos de extradición. Quien está haciendo de Ministerio 
Público -aclaro que no estoy hablando de una forma técnicamente correcta- es el Estado requirente. 


De todas maneras, estoy de acuerdo en hacer la consulta a la Comisión Redactora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que sucede es que el Estado requirente puede designar un abogado que lo 
represente o no. Creo que dar por cumplido todo el rol acusatorio con ese pedido de extradición que, 
de pronto, se hizo por la vía gubernamental y después no se plasma en los hechos o en la práctica, 
podría colocarnos frente a un Juez que tal vez actúe como inquisidor, que prima facie considerará 
viable la solicitud de extradición y dispondrá la detención del individuo. Me parece que estamos ante la 
figura del clásico Juez del tradicional proceso penal uruguayo. De pronto, en este proceso especial, no 
tenemos más remedio que aceptarlo así, pero considero que, por lo menos, el tema merece que lo 
hablemos expresamente con la Comisión Redactora. 


SEÑORA MOREIRA.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué otra cosa podríamos hacer? Quizá, establecer que una vez llegada una 
solicitud de extradición, el Ministerio Público -a través de quien resulte competente- deberá plantear la 
solicitud al Juzgado competente. 


Por lo tanto, no es facultad del Ministerio Público evaluar si pide o no la extradición; una vez 
llegado el pedido, formulará la solicitud al Juzgado y continuará el trámite normal. El Juez recibirá la 
petición y resolverá, pero no será quien tome la iniciativa. Ahora bien, si el Ministerio Público decide 
privar de libertad al detenido, lo pedirá. En fin, volvemos al rol que estamos dándoles al fiscal y al Juez 
en este nuevo Código. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo en hacer la consulta correspondiente, pero 
insisto en que me parece que, en este caso, el Ministerio Público no debería intervenir en el nuevo rol. 
Esta es una situación sometida a consideración de un Juez uruguayo y él será quien deba resolver por 
razones de juridicidad, de derecho, en vista de lo que manda el Estado requirente, si se dan o no los 
requisitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Si el Estado requirente no lo manda, será su problema; en lo 
personal, no me gustaría cargar al fiscal con el interés del Estado requirente. 


Reitero que estoy de acuerdo en que se haga la consulta correspondiente. 
SEÑORA MOREIRA.- Por un tema de congruencia filosófica. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión volverá a reunirse el próximo jueves. 

Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 25 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


